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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de la Defensa de los 

Derechos Humanos de la Quincuagésimo Novena Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y 

Soberano de Coahuila de Zaragoza, correspondiente a la iniciativa con Proyecto de Decreto en lo relativo a la 

reforma por la que se adiciona el párrafo tercero del artículo 8º de la Constitución Política del Estado de Coahuila de 

Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira 

Valdez; y,   

 

R E S U L T A N D O 

 

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 10 del mes de diciembre del año en curso, se 

acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Defensa de los 

Derechos Humanos, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia. 

 

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos 

Constitucionales y Justicia, Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se adiciona el párrafo tercero del artículo 8º 

de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado 

de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez ; y,   

 

C O N S I D E R A N D O 

 

PRIMERO.- Que estas Comisiones, con fundamento en los artículos 68, 81 y demás relativos de la Ley Orgánica 

del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen. 

 

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se adiciona el párrafo tercero del artículo 8º de la 

Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de 

Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:   

 

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S 

 

PRIMERO.-Aspectos demográficos y socioeconómicos en el Estado de Coahuila de Zaragoza. Hasta el año 2010, la 

población total del Estado era de 2, 748, 391 (Dos millones setecientos cuarenta y ocho mil trescientos noventa y 

uno) personas. El 29.4% de esa población corresponde a personas de 0 a 14 años de edad y el 25.9% a personas de 

15 a 29 años de edad. En total, el 55.3% de la población está conformada por niños, niñas y adultos jóvenes.1 

  

                                                   
1 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, http://www3.inegi.org.mx/sistemas/mexicocifras/default.aspx?e=5  
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A la par, durante el año 2011, se registraron 58,882 (Cincuenta y ocho mil ochocientos ochenta y dos) nacimientos. 

En el 2010, la tasa bruta de natalidad fue de 17.5 y la tasa de fecundidad de las adolescentes de 15 a 19 años fue de 

72.67. Es decir, de cada mil personas 17.5 nacieron durante el 2010 y de cada mil nacimientos 72.67 fueron 

producto de una mujer adolescente de entre 15 y 19 años de edad. La tasa de fecundidad de las adolescentes de 15 a 

19 años a nivel nacional es de 56.86.22 

  

El Instituto Nacional de las Mujeres, a través del Sistema de Indicadores de Género, ha publicado a través de su 

portal de internet que a nivel nacional la fecundidad de adolescentes muestra una relación directa con su nivel de 

escolaridad. En 2009 la tasa de fecundidad de las mujeres de 15 a 19 años de edad que no tenían instrucción 

escolar fue de 35.7%, mientras que entre las mujeres de la misma edad pero con instrucción media superior y 

superior, la tasa fue de 5.7%.33 

  

En el mismo documento, se expone que el riesgo de tener algún problema o complicación durante el embarazo, 

parto o puerperio es mayor para las mujeres adolescentes, sin dejar de lado las condiciones de nutrición y salud 

previas al embarazo y el tipo de atención prenatal que reciben que son factores de riesgo para todas las mujeres.  

  

El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL) ha publicado que en el Estado 

de Coahuila de Zaragoza, del año 2010 al 2012, el porcentaje de población que vive en pobreza incrementó de 

27.8% a 27.9%; mientras que el porcentaje de la población que vive en pobreza extrema incrementó de 2.9% a 

3.2%.4 De ello se desprende que el 31.1% de la población del Estado de Coahuila vive en situación de pobreza y 

pobreza extrema. A nivel nacional, Coahuila de Zaragoza es el segundo Estado con menor porcentaje de población 

en situación de pobreza y es el cuarto con menor porcentaje de población en situación de pobreza extrema.  

  

El CONEVAL en conjunto con la UNICEF, hicieron de conocimiento que a nivel nacional la cifra de niños y niñas 

del país en condiciones de pobreza en el 2008, ascendía a 53.3%, lo que equivale a 20.8 millones de personas 

menores de edad. En ese mismo año, 13.1% de la población de cero a 17 años, es decir, 5.1 millones de personas, se 

encontraba en condiciones de pobreza extrema; para la población general esta cifra era de 10.5%.5 

  

Ambos organismos han manifestado que en el 2008, la pobreza extrema en niños y niñas no solamente era mayor 

que la de la población general, sino que también era superior a la de la población adulta (18 a 64 años) y a la de los 

                                                   
2 Idem 

3 Instituto Nacional de las Mujeres, Madres Adolescentes,  

http://estadistica.inmujeres.gob.mx/formas/tarjetas/Madres_adolescentes1.pdf 

4 Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social,  

http://web.coneval.gob.mx/Medicion/Paginas/Medici%c3%b3n/Pobreza%202012/Pobreza-2012.aspx 

5 CONEVAL y UNICEF, La niñez y la adolescencia en el contexto de la crisis económica global: el caso de México, 

http://www.unicef.org/mexico/spanish/mx_CrisisUNICEFbaja.pdf 
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adultos mayores. Asimismo, la pobreza moderada en niños y niñas también era mayor que en otros grupos de 

edades: mientras que para los niños y niñas fue de 40.2%, para la población adulta fue de 29.7%, y para la 

población adulta mayor de 32.5%. Finalmente, la proporción de personas que no se encontraba en condición de 

pobreza y no era vulnerable era menor entre los niños que entre el resto de la población adulta.  

  

Este dato muestra que, incluso antes de los efectos de la crisis económica del año 2009, los niños y las niñas 

enfrentaban una mayor pobreza y vulnerabilidad que la población general.  

  

Así mismo, la investigación realizada por CONEVAL y UNICEF muestra que entre 2008 y 2009 hubo un incremento 

de la inseguridad alimentaria pero no de la inasistencia escolar ni el trabajo infantil. No obstante, más de 50% de 

los hogares manifestó haber experimentado una reducción de sus ingresos, lo cual parece haberse traducido, en 

algunos casos, en una insuficiencia de los recursos económicos disponibles para satisfacer las necesidades de 

alimentación, salud y educación de la población infantil y adolescente.  

  

La información que precede es un indicador de un problema en las políticas públicas, sobre todo de desarrollo 

social, que impacta en la población conformada por niños y niñas durante su infancia y adolescencia que se traduce 

en la necesidad de priorizar y focalizar la actividad gubernamental para garantizar el futuro de estas personas.  

  

Una parte de este problema ha sido generado por la insuficiencia de mecanismos legales e institucionales que 

garanticen a niños y niñas el mínimo vital para que estén en posibilidades de sobrevivir y desarrollarse 

integralmente. Ello a pesar del esfuerzo de la administración pública estatal por crear políticas públicas a favor de 

este sector de la población, como se desprende del Eje Rector 3, relativo a Una Nueva Propuesta para el Desarrollo 

Social del, Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017.  

 

Generar políticas públicas a favor de niños y niñas desde cada dependencia o entidad de la administración pública 

estatal bajo la coordinación del titular del Poder Ejecutivo, ha resultado poco práctico y limita las posibilidades 

para poder garantizar sus derechos.  

  

La inversión en políticas públicas diseñadas transversal e integralmente es fundamental para garantizar y proteger 

los derechos de niños y niñas en su infancia y adolescencia.  

  

Invertir en las etapas de infancia y adolescencia constituye la base para asegurar no sólo el bienestar inmediato de 

las familias, sino también la cohesión, la productividad y el desempeño económico futuros de una sociedad. La 



 
 

CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, 

LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA 

 

 
 

 

nutrición, la crianza y la estimulación cognitiva influyen decisivamente en la posibilidad del niño o la niña de 

desarrollar todo su potencial en cuanto a salud, capacidades cognitivas y socioemocionales.6 

  

SEGUNDO. Mecanismos jurídicos a favor de niños, niñas y adolescentes. El instrumento jurídico más importante a 

favor de niños y niñas, es la Convención sobre los Derechos del Niño, instrumento internacional que fue adoptado 

por la Organización de las Naciones Unidas en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de América, el 20 de 

noviembre de 1989, mismo que fue aprobado por el Senado de la República el 19 de junio de 1990, lo cual consta en 

el Diario Oficial de la Federación del 31 de julio de  

 

1990. Dicho instrumento entró en vigor en el ámbito internacional el 2 de septiembre de 1990, pero para el Estado 

mexicano no fue sino hasta el 21 de octubre de 1990, previa su ratificación el 21 de septiembre de 1990 y su 

promulgación en el Diario Oficial de la Federación data del 25 de enero de 1991.  

  

La Convención sobre Derechos del Niño cuenta con los instrumentos siguientes, que están en vigor y de los que 

México es parte: Enmienda, adoptada en Nueva York el 12 de diciembre de 1995. Protocolo Facultativo Relativo a 

la Participación de Niños en Conflictos Armados, adoptado en Nueva York, el 25 de mayo de 2000. Protocolo 

Facultativo Relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de los Niños en la Pornografía, 

adoptado en Nueva York, el 25 de mayo de 2000.  

  

Este instrumento internacional contiene una serie de principios o derechos humanos que el Estado mexicano debe 

satisfacer o hacer efectivos ya que es una obligación adquirida al momento de ratificarlo.  

  

Esta obligación no es privativa de la Federación sino que se extiende a todas las entidades federativas, el Distrito 

Federal y los municipios. Ello se desprende de lo dispuesto en el artículo 4º de la Convención que establece que 

“Los Estados Partes adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad 

a los derechos reconocidos en la presente Convención”.  

  

Además, a partir del 10 de Junio del 2011, en virtud de lo dispuesto en el artículo 1º de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, todas las personas gozan de los derechos humanos reconocidos en los tratados 

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte y todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 

tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los 

principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.  

  

                                                   
6 UNICEF, Inversión pública en la infancia y la adolescencia en México. Versión actualizada 2008-2011,  

http://www.unicef.org/mexico/spanish/mx_inversion_actualizada.pdf 



 
 

CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, 

LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA 

 

 
 

 

Esta disposición constitucional fue interpretada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación mediante 

la resolución de la Contradicción de Tesis 293/2011 reafirmando su contenido con la salvedad de que el Pleno 

decidió establecer que las restricciones a derechos humanos establecidas en nuestra Constitución deben prevalecer 

sobre los tratados internacionales.   

 

De dicha contradicción de tesis también derivó la jurisprudencia que establece que los criterios emitidos por la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos son vinculantes para los jueces mexicanos siempre que sea más 

favorable a la persona.  

  

Así mismo, el 12 de octubre del 2011, se adicionó la fracción XXIX-P del artículo 73 de la Constitución Federal que 

establece la competencia concurrente de la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, en materia 

de derechos de niñas, niños y adolescentes, velando en todo momento por el interés superior de los mismos y 

cumpliendo con los tratados internacionales de la materia, de los que México sea parte.  

  

A nivel federal, el Congreso de los Estados Unidos Mexicanos en cumplimiento a la obligación del estado mexicano 

de garantizar los derechos de niños y niñas, expidió la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes misma que fue publicada el 29 de mayo de 2000 en el Diario Oficial de la Federación. En ella, se 

establece un amplio catálogo de derechos en correspondencia con la Convención sobre los Derechos del Niño pero 

se omite establecer los mecanismos legales e institucionales que los haga efectivos y se limita a establecer que las 

instituciones que la Federación, el Distrito Federal, los estados y municipios establezcan, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, contarán con el personal capacitado y serán instancias especializadas con funciones de 

autoridad para la efectiva procuración del respeto de tales derechos.  

  

A nivel estatal, el Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza expidió la Ley 

para la Protección de los Derechos y Deberes de las Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Coahuila que fue 

publicada el 27 de octubre de 2006 en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza. Esta ley, también 

establece un amplio catálogo de derechos pero otorga a la Procuraduría de la Familia, como órgano del Sistema 

para el Desarrollo Integral de la Familia, la facultad de asistir, defender, asesorar, proteger y orientar a niños, 

niñas y adolescentes en situación extraordinaria, así como a la familia. También crea el Comité para la Protección 

de los Derechos y Deberes de las Niñas, Niños y Adolescentes como instancia honoraria, de asesoría, apoyo, 

vigilancia y seguimiento de la aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño y de las normas 

internacionales vigentes sobre la materia teniendo como objetivo promover, proporcionar y concertar programas y 

acciones; así como establecer políticas públicas que garanticen a niños, niñas y adolescentes del estado, el cabal 

cumplimiento de sus derechos.  
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Ambas legislaciones han sido instrumentos encomiables a favor de los derechos de niños y niñas tanto en su etapa 

de infancia como de adolescencia, no obstante han sido insuficientes para garantizar los derechos que enuncian y 

no han creado la estructura institucional que posibilite su cumplimiento y omiten dotar de recursos legales, 

estructurales y económicos a las autoridades que marginalmente facultan para la implementación de políticas 

públicas.  

  

TERCERO. Observaciones y recomendaciones del Comité de los Derechos del Niño de la Organización de las 

Naciones Unidas y la UNICEF. Mediante el documento “Observaciones finales emitidas por el Comité de los 

Derechos del Niño de la Organización de las Naciones Unidas, respecto al III Informe de México sobre Niñez”7el 

referido Comité expresó que le preocupa la falta de eficacia de las medidas adoptadas para dar efectividad a los 

derechos reconocidos en la Convención y permitir que los titulares de esos derechos los hagan prevalecer.  

  

En el documento, el Comité celebró que a nivel federal se haya creado un Consejo Nacional de la Niñez y 

Adolescencia -hoy en día no existe- que coordinaba la aplicación de los objetivos nacionales a favor de la infancia. 

Sin embargo, lamentó el papel menor que desempeñó el Consejo en la formulación de las políticas oficiales sobre 

los derechos de la infancia y la adolescencia, que no haya recursos ni leyes que den al Consejo un mandato oficial, 

que los representantes de la sociedad civil no participen en la labor del Consejo y que no haya mecanismos para 

coordinar la labor de las autoridades federales y estatales.  

  

Esta misma crítica puede ser formulada para el Comité para la Protección de los Derechos y Deberes de las Niñas, 

Niños y Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza que como instancia honoraria carece de los mecanismos 

legales y los recursos que le permitan formular o proponer políticas públicas en el Estado a favor de la infancia y la 

adolescencia.  

  

De la misma manera, el Comité señala que las actividades de las comisiones de seguimiento y vigilancia para la 

aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño, que en el caso de Coahuila de Zaragoza se llevan a cabo 

a través del Comité para la Protección de los Derechos y Deberes de las Niñas, Niños y Adolescentes, tienen un 

alcance limitado y que esas comisiones no tienen fondos suficientes, se conocen muy poco y no tienen autoridad 

para funcionar con eficacia.  

  

Por su parte, la UNICEF en conjunto con la Red por los Derechos de la Infancia en México (REDIM), mediante la 

divulgación del documento titulado “Hacia un Sistema Nacional de Garantía de los Derechos de la Infancia y la 

Adolescencia en México” han señalado que en México subsisten importantes vacíos y obstáculos que han impedido 

                                                   
7 Comité de los Derechos del Niño de la Organización de las Naciones Unidas,  

http://www.unicef.org/mexico/spanish/mx_resources_informe_crc_mexico.pdf 



 
 

CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, 

LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA 

 

 
 

 

el acceso universal y equitativo a los derechos de miles de niños, niñas y adolescentes debido a la ausencia de 

mecanismos e instituciones legales adecuadas para asegurar la coordinación entre los diferentes órdenes y sectores 

de gobierno responsables de garantizar los derechos de la infancia y la adolescencia. Y por ello, propone colocar a 

México a la vanguardia de la garantía de los derechos de la infancia mediante la creación de un esquema de 

coordinación de políticas públicas cuya confluencia derive en impactos favorables para la población menor de 18 

años de edad.  

  

Tal como sucede en el Estado de Coahuila de Zaragoza, en el documento en mención se hace referencia a la función 

de asistencia social que lleva a cabo el DIF, criticando que éste ha sido identificado como el organismo público 

responsable de atender a la infancia y la adolescencia, no obstante que se trata de un organismo descentralizado, 

que carece de jerarquía y competencia para obligar o articular a los dependencias o entidades del Estado en la 

ejecución de políticas públicas integrales. En el documento se afirma que regir la política de infancia y adolescencia 

desde la asistencia social dificulta la implementación de políticas con el enfoque integral e intersecretarial 

requerido para lograr una efectiva garantía de sus derechos.  

  

Ante las críticas expuestas, la UNICEF y REDIM expresaron que México enfrenta actualmente una oportunidad 

histórica para subsanar los vacíos y obstáculos persistentes y así dar un salto cualitativo en el proceso de generar 

una nueva arquitectura jurídica, institucional y de políticas públicas para garantizar integralmente los derechos de 

la infancia y la adolescencia. De tal manera que estima que considerando que la ausencia de mecanismos e 

instituciones legales adecuadas para asegurar la coordinación entre los diferentes niveles y sectores de gobierno ha 

sido el principal obstáculo para garantizar los derechos de niños, niñas y adolescentes de manera efectiva, el 

objetivo prioritario es lograr la eficaz articulación de todas las instancias que ya trabajan en la atención de la 

infancia y la adolescencia.  

  

De esta manera, al valorar la situación de niños y niñas en el Estado así como el marco normativo vigente y las 

observaciones y recomendaciones de organizaciones no gubernamentales, hemos diseñado la presente iniciativa que 

plantea reformar el artículo 8º de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza para establecer la 

obligación a cargo del Estado de proteger y garantizar los derechos humanos de niños y niñas a través del Sistema 

Estatal para la Garantía de Los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza regulado 

por la Ley que mediante esta iniciativa se pone a su consideración así como la reforma de diversas disposiciones de 

leyes secundarias que permitirán articular a las instituciones para la implementación, ejecución, seguimiento y 

evaluación de políticas públicas integrales.  
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TERCERO.- Una vez analizada la iniciativa de referencia quienes aquí dictaminamos consideramos que 

efectivamente en un contexto mundial de globalización de la cultura, es el momento necesario para impulsar en el 

país y principalmente en nuestro Estado las políticas públicas orientadas a la protección de nuestros niños y las niñas 

en virtud de que estos juegan un papel determinante y serán los pilares sobre los cuales se construya una sociedad 

más equitativa y más inclusiva en la que mediante el respeto a los derechos humanos y principalmente el de nuestros 

niños y niñas será un motor para el desarrollo integral de nuestra sociedad coahuilense. 

 

Como se señala en la exposición de motivos el realizar la inversión en estas etapas de infancia y adolescencia se 

constituye la base para asegurar el bienestar de las familias además de fomentar la cohesión y la productividad social 

y económica futura de nuestra sociedad. 

 

El iniciar mediante la reforma al artículo 8° de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza es lo 

ideal para iniciar la transformación del marco jurídico normativo vigente mediante el cual se establecerán las 

políticas públicas trasversales necesarias y fundamentales para garantizar y proteger los derechos de los niños y las 

niñas en las etapas de infancia y adolescencia en nuestro Estado.  

 

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente. 

 

PROYECTO DE DECRETO. 

 

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona el párrafo tercero del artículo 8º de la Constitución Política del Estado de 

Coahuila de Zaragoza para quedar como sigue:  

 

Artículo 8º. (…) 

 

 

(…)  

  
 

En el Estado de Coahuila de Zaragoza la protección y garantía de los derechos humanos reconocidos a favor de niños 

y niñas estará a cargo de una Procuraduría y del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños 

y Niñas que establecerá los mecanismos de coordinación y participación de los poderes públicos del estado y de los 

municipios, de los organismos constitucionales autónomos y la sociedad civil en los términos que determine la ley.  

  
(…)  

 

  
(…)  
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(…)  

 

  
(…)  

 

 

T R A N S I T O R I O S. 

 

ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación. 

 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y 

Justicia y de la Defensa de los Derechos Humanos de la Quincuagésimo Novena Legislatura del Congreso del 

Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Ricardo López Campos, (Coordinador), 

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal (Secretario), Dip. María del Rosario Bustos Buitrón,  Dip. Simón Hiram 

Vargas Hernández, Dip. Eliseo Francisco Mendoza Berrueto, Dip. José Refugio Sandoval Rodríguez, Dip. Norma 

Alicia Delgado Ortiz, Dip. José Luís Moreno Aguirre, Dip. Edmundo Gómez Garza (Coordinador), Dip. Samuel 

Acevedo Flores (Secretario), Dip. Cuauhtémoc Arzola Hernández, Dip. Juan Alfredo Botello Nájera En la Ciudad 

de Saltillo, Coahuila, a   16 de diciembre de 2013. 

 

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA 

 

NOMBRE Y FIRMA VOTO RESERVA DE 

ARTICULOS 

DIP.RICARDO 

LOPEZ CAMPOS 

(COORDINADOR) 

A 

FAVOR 

EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES    

 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. FERNANDO DE 

LA FUENTE 

VILLARREAL 

 

 

A 

FAVOR 

EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. EDMUNDO 

GOMEZ GARZA 

 

 

A 

FAVOR 

EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. ELISEO 

FRANCISCO 

MENDOZA 

BERRUETO 

 

A 

FAVOR 

EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

   



 
 

CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, 

LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA 

 

 
 

 

  
 

DIP. MARIA DEL 

ROSARIO BUSTOS 

BUITRON 

 

 

A 

FAVOR 

EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. JOSÉ REFUGIO 

SANDOVAL 

RODRIGUEZ 

 

 

A 

FAVOR 

EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. SIMON HIRAM 

VARGAS 

HERNANDEZ 

 

 

 

A 

FAVOR 

EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. NORMA ALICIA 

DELGADO ORTIZ 

 

 

A 

FAVOR 

EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. JOSE LUIS 

MORENO AGUIRRE 

 

 

 

 

A 

FAVOR 

EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

 

   

 

 

 

COMISIÓN DE LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS 

 

 

NOMBRE Y FIRMA VOTO RESERVA DE 

ARTICULOS 

DIP. EDMUNDO 

GOMEZ GARZA 

(COORDINADOR) 

A 

FAVOR 

EN 

CONTRA 

 

ABSTENCION    

SI CUALES    

 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. SAMUEL 

ACEVEDO FLORES 

 

 

 

A 

FAVOR 

EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. CUAUTHEMOC 

ARZOLA 

HERNANDEZ 

A 

FAVOR 

EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

     



 
 

CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, 

LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

DIP. JOSE ALFREDO 

BOTELLO NAJERA 

 

 

A 

FAVOR 

EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

   

 

DIP. RICARDO 

LOPEZ CAMPOS 

 

 

A 

FAVOR 

EN CONTRA  

ABSTENCION    

SI CUALES 

 

 

 

 

 

 

   

 

 

 


